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RESUMEN EJECUTIVO

De la mano de organismos financieros internacionales, la mayoría de los países de

Amér ica La t ina ha implementado re formas de segunda y tercera generac ión para

modernizar sus instrumentos de administración financiera en el sector público.

Este estudio evalúa el proceso de implantación de la reforma a los sistemas de

administración pública iniciada en Bolivia en 1990, tras la aprobación de la Ley núm.

1.178. Su objet ivo primordial fue reorientar el concepto de «responsabil idad» para

trascender los aspectos formales y enfat izar la evaluación de los «resultados» de la

gestión pública.

Sin embargo, los instrumentos desarrollados para internalizar el espíritu de la ley

no han conseguido esos objetivos. Por ende, no es posible evaluar la responsabilidad de

la función pública a partir de ellos. Debido a esas circunstancias, el estudio determina

las probables causas que originan estos hechos, e infiere la viabilidad de conseguir los

objetivos propuestos en el corto y mediano plazo.

En este contexto, se identif ica la imposibilidad de vincular, mediante los nuevos

sistemas, asignaciones financieras con resultados esperados, debido a diversas razones:

profundidad inst i tucional, opacidad y rigideces presupuestarias, inconvenientes de

economía política y problemas de causalidad (recursos - resultados).

En la  misma l ínea de eva luac ión ,  e l  es tud io de terminó que , en 11 años de

implan tac ión ,  la  cober tura ins t i tuc iona l  conseguida por la  re forma corresponde

aproximadamente a un 13% del sector público. Tampoco se han conseguido los objetivos

de transparencia al ciudadano, utilidad para los agentes y oportunidad como instrumento

de política fiscal.

En v i r tud de los  resu l t ados ,  e l  t raba jo  l l ama la  a tenc ión de los  organ i smos

internacionales que han financiado sostenidamente estos procesos, con montos que no

se han podido determinar con precisión y cuya evaluación costo-beneficio queda pendiente

de análisis.
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Finalmente, el trabajo recomienda reorientar la reforma y circunscribir su ámbito

al espacio de lo f inanciero; campo que no se ha explotado razonablemente según la

información obtenida. Al respecto, el estudio sugiere implementar de manera gradual

«evaluaciones estratégicas que le interesen al ciudadano»; abandonando la idea de evaluar

los resultados de la gestión pública a partir de los denominados Sistemas Integrados de

Información Financiera, SIAF.
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I.   INTRODUCCIÓN

Los primeros antecedentes de reforma a la administración financiera pública en

América Latina se remontan a la década de los '70. En este período, el gobierno del

Ecuador revisó su marco jurídico y modificó su legislación en la materia. Sin embargo,

no cambió los sistemas que integraban dicha administración.

También en esa época, Brasil inició un profundo proceso de transformación de su

adminis t rac ión f inanciera ,  con una importante modernizac ión de los s i s temas de

presupuesto, contabilidad, tesorería y crédito público.

En 1975, Chile aprobó una Ley de Administración Financiera sin las características

de los sistemas integrados desarrollados en otros países de América Latina. Sin embargo,

sus resultados en materia de disciplina fiscal se consolidaron exitosamente en el tiempo.

A fines de la década de los '80 y principios de los '90, con la instrumentalización

de la Ley núm. 1.178 de «Sistemas de Administración Financiera y Control Gubernamental»

implementada en Boliv ia, la reforma tomó un nuevo impulso en América Lat ina. Su

desarrollo ha servido de orientación a procesos similares iniciados en otros países de

la región (Makón, 2000).

La masificación de la reforma de la administración financiera se verificó a principios

de los '90, con el inicio del proceso en Argentina y casi simultáneamente en Paraguay.

En la actualidad, la reforma abarca a Colombia, Costa Rica, El Salvador, Guatemala,

Honduras, México, Nicaragua, Panamá y Venezuela.

Por su parte, desde 1998 Chile desarrolló el diseño del Sistema de Información

para la Gestión Financiera del Estado (SIGFE), cuya primera versión está en etapa de

implementación en algunas reparticiones públicas, a partir de julio de 2001.

En estas circunstancias , práct icamente todos los países la t inoamericanos han

desarro l l ado o impul san ,  en forma to ta l  o  parc ia l ,  procesos  de re forma de su

administración financiera en el Estado.

E l  ob je t i vo  de es te  es tud io es  eva luar  l a  re forma de l  s i s t ema púb l i co de

administración desarrollado entre 1990 y 2001 en Bolivia y se organiza de la siguiente

manera:
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El capítulo II describe la necesidad de que el Estado cuente con Sistemas Integrados

de Adminis t rac ión F inanciera (SIAF)1,  en un entorno de crec ientes ex igencias de

t ransparenc ia  f i sca l ,  prop ic iadas  por  los  organ i smos loca les ,  y  de es tándares

internacionales de información. El capítulo III aborda las condiciones iniciales en que

se encontraba Bolivia en el campo de la información financiera y de la evaluación de

resultados antes de comenzar la reforma. El capítulo IV examina las bases conceptuales

que orientan los nuevos sistemas y detecta los avances alcanzados entre 1990 y 2001 en

ámbitos clave que permitan comparar los resultados con otros instrumentos desarrollados

en países de América Latina. En el capítulo V se examinan algunos avances relevantes de

los sistemas implementados en Argentina, Brasil, Chile, Guatemala y Perú.

El capítulo VI revisa las táct icas de implantación de la reforma como un factor

determinante del proceso iniciado en 1990. En la misma dirección, el capítulo VII examina

el entorno político-institucional en que se insertaron los nuevos sistemas. El capítulo

VIII complementa la evaluación realizada al revisar -de manera crítica y puntual- los

aspectos teórico-prácticos del establecimiento de relaciones de causalidad «recursos-

resultados», para dar soporte a sistemas horizontales de evaluación pública.

Finalmente, el capítulo IX presenta las principales conclusiones que emergen de la

evaluación realizada, y entrega de manera resumida la percepción del estudio sobre la

viabilidad de alcanzar los objetivos propuestos por la reforma en el corto y mediano

plazo.

1 El concepto generalizado de sistemas integrados de administración financiera supone el manejo
sistemáticamente coordinado de información, decisiones y actividades vinculadas con los sistemas
de planificación y presupuesto, recaudación, tesorería, deuda y crédito público, contabilidad,
auditoría, evaluación y control de la gestión pública (Brusa, 1997).
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La buena gestión financiera del sector público no sólo implica una administración

eficiente con sólidas finanzas públicas. También sus prácticas deben exhibir transparencia,

lo que se materializa en la apertura hacia el público de la estructura y las funciones del

gob ierno ,  l a s  in tenc iones  de po l í t i ca  f i sca l ,  l a s  cuen tas  de l  sec tor  púb l ico y  l a s

proyecciones fiscales (FMI, 1998).

Las exigencias del medio económico internacional implican nivelar los estándares

internacionales en transparencia fiscal. Conseguirlo genera un salto cualitativo en la

«compe t i t i v idad in ternac iona l» y  s i en ta  l a s  bases  para a t raer  invers ión ,  con los

respectivos efectos multiplicadores de este hecho.

En abril de 1998, el FMI adoptó el Código de Buenas Prácticas de Transparencia

Fiscal, en respuesta a un claro consenso sobre la importancia de la transparencia como

elemento fundamental del buen gobierno.

Los principios que sustentan este Código son cuatro: clara definición de funciones

y responsabilidades, acceso público a la información, transparencia en la preparación,

ejecución y publicación del presupuesto, y garantías de integridad referidas a la calidad

de los datos fiscales disponibles y a la necesidad de una rigurosa evaluación independiente

de esa información (FMI, 1998).

En esa misma dirección y con el rótulo de «Reportes de observancia a estándares y

cód igos  de t ransparenc ia» (ROSC) ,  los  organ i smos in ternac iona les  y  agenc ias

independientes emiten informes que evalúan en qué medida las prácticas de gestión de

las finanzas públicas en diferentes países son compatibles con el Código del FMI.

Los ROSC contemplan 11 áreas específicas. El cuadro núm. 1 presenta un seguimiento

de los resultados de estos informes, a noviembre de 2002, en países de América Latina.

II. SISTEMAS INTEGRADOS DE ADMINISTRACIÓN FINANCIERA
(SIAF) EN EL SECTOR PÚBLICO
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El proceso de implementación de estándares y códigos de transparencia liderados

por el FMI se desarrolló gradualmente en el tiempo. La fase 1 comprende, básicamente,

el ámbito del código de buenas prácticas de transparencia del FMI. La fase 2 añade áreas

y se focaliza en la supervisión del sector financiero. Finalmente, la fase 3 integra áreas

resaltadas como importantes para la operación efectiva de sistemas financieros domésticos

CUADRO 1:  ESTÁNDARES DE TRANSPARENCIA DEL FMI (ROSC), EN AMÉRICA LATINA2

FUENTE: ELABORACIÓN PROPIA SOBRE LA BASE DE INFORMACIÓN CONTENIDA EN EL SITIO WEB DEL FONDO MONETARIO INTERNACIONAL,
NOVIEMBRE DE 2002.

2 Los datos contenidos en el cuadro corresponden a las fechas de emisión de los informes de
transparencia.

Difusión de Información

Gerencial

Transparencia Fiscal (Código

de Buenas Prácticas)

Transparencia de Pol.

Financiera y Monetaria

Principios de Regulación

en Supervisión Bancaria

Principios para la Regulación

de Títulos y Valores

Principios de Supervisión

de Seguros

Principios de Sistemas

de Pagos

Principios de Gobierno

Corporativo (OECD)

Estándares Internacionales

de Contabilidad

Estándares Internacionales

de Auditoría

Insolvencia y Derechos

de Crédito

15/4/99

15/4/99

15/4/99

15/4/99

PROCESO DE
I M P L A N T A C I O N

6/12/01

30/7/01 16/8/02

6/02/02 16/09/02

25/10/01

25/10/01

25/10/01

25/10/01

25/10/01

9/04/02

AREAS  DE TRANSPARENCIA
REQUERIDAS

A R G .

18/10/01

5/03/01

B R A S I L C H I L E COSTA
R I C A

H O N D . M E X I C O N I C A R . U R U G .

FASE 1

FASE 2

FASE 3
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e internacionales y que, a la fecha, el Banco Mundial monitorea sobre la base de algunos

ROSC piloto.

Desde el punto de vis ta de la transparencia internacional , la tendencia apunta

claramente a centrar el interés en áreas específ icas de la administración del Estado

como la contabilidad y la auditoría, en un contexto de gobierno corporativo transparente.

En el mismo sentido, la Organización de Cooperación y Desarrollo Económico (OCDE)

publicó un conjunto de directr ices sobre práct icas óptimas de transparencia (Best
Practices for Budget Transparency), extraídas de un compendio de operaciones que

emplean los países miembros de esta organización y que incluyen muchas de las líneas

que ya forman parte del Código del FMI3.

Por otra parte, en el ámbito nacional, la ciudadanía exige cada vez más interacción

con el gobierno, lo que se entiende como un mayor acceso universal, libre, oportuno y

equitativo a la información del Estado, lo que fortalecería de manera importante a las

instituciones democráticas.

Los nuevos desafíos de sector público consisten en crear capacidades de reacción

frente a una realidad cada vez más compleja y globalizada; analizar el uso alternativo de

los recursos del Es tado; crear mecanismos para una mayor par t ic ipación socia l  e

introducir dispositivos que permitan mayor transparencia y responsabilidad en el accionar

del sector público.

Por una parte, existe la necesidad de desarrollar e implantar «Sistemas Integrados

de Información Financiera», que sean un soporte efectivo a los cada vez más complejos

requerimientos de la administración pública. Por la otra, se requiere transparentar los

actos del Estado para satisfacer las expectativas del ciudadano común, e insertarse en

los crecientes procesos de competitividad que exigen los estándares internacionales.

3 La asistencia técnica, mediante la aplicación del código, es un componente esencial en pro de la
transparencia fiscal. Es muy probable que organismos regionales como la Cepal o el Cemla tengan
que jugar, en el futuro, un papel importante en el seguimiento de estas medidas.
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Hasta 1990, fue constante la carencia de información confiable y oportuna sobre la

gestión financiera de las instituciones públicas. En la mayor parte de los casos predominó

la ausencia de información; en otros, la demora en su generación motivó su inaplicabilidad

como instrumento sustentador de decisiones.

El ejemplo extremo fue la Administración Central, donde no operaba ningún sistema

contable y sólo se disponía de información, proporcionada con poca oportunidad, sobre

ingresos y egresos de la Tesorería y de otra muy rudimentaria acerca de la ejecución del

presupuesto de gastos (Gutiérrez, 1990).

Las def iciencias en los sis temas de información f inanciera de las inst i tuciones

públicas hacían imposible consolidar datos para conocer apropiadamente la gestión del

sector público en general, y evaluar los resultados de la gestión institucional.

El sector público boliviano constituye el principal agente económico del país. Por

tanto, el estudio de dicho sector y de los efectos de su gestión en la economía nacional

requiere conocer a cabalidad su ámbito, las acciones que desarrolla y su estructura

institucional. En este contexto se entenderá que el sector público está formado por todas

aquellas entidades donde el Estado posee la propiedad de la mayor parte de su patrimonio

neto.

Desde 1990, las entidades del sector público boliviano se clasificaron de acuerdo

con el siguiente esquema, con la intención de vincularlas con los macrosistemas de

cuentas nacionales y las estadísticas de las finanzas públicas:

III. REFORMA DEL SISTEMA DE ADMINISTRACIÓN FINANCIERA
EN BOLIVIA

1.     CONDICIONES INICIALES

2.     ÁMBITO INSTITUCIONAL OBJETIVO
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FUENTE: PRESUPUESTO PÚBLICO DE 1991.

ESQUEMA 1:  CLASIFICACIÓN DE LAS ENTIDADES DEL SECTOR PÚBLICO BOLIVIANO
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Desde mediados de 1990 se inició el proceso de reforma de la administración pública

en Bolivia. Se creó la Contaduría General del Estado, institución que pone en marcha el

Sistema Integrado de Información Financiera (SIIF).

El SIIF pasó por un período de indefinición sobre su implementación hasta 2000,

año en que se decantaron nuevas definiciones. La nueva concepción se aplica con la

denominación de Sistema Integrado de Gestión y Modernización Administrativa (SIGMA).

Los sistemas específ icos que forman parte de la administración financiera y los

s i s temas conexos que,  s in ser par te d irec ta de dicha adminis t rac ión,  in terac túan

estrechamente con el la son: Presupuesto, Crédito Público, Tesorería, Contabil idad,

Recursos Humanos, Compras y contrataciones y Administración de Bienes.

La conceptualización de los «sistemas integrados de administración financiera» en

el sector público boliviano se apoya en dos pilares fundamentales: los enunciados de la

Teoría General de Sistemas y los conceptos y metodología aportados por la Contabilidad

General.

El anál is is de sis temas es una metodología que estudia un sis tema mediante la

descomposición en sus elementos componentes, tal como se muestra a continuación:

IV. BASES CONCEPTUALES Y AVANCES DE LA REFORMA

1.  BASES CONCEPTUALES Y SISTEMAS QUE INTEGRAN LA REFORMA

ESQUEMA 2:  ELEMENTOS BÁSICOS DE LOS SISTEMAS DE INFORMACIÓN

FUENTE: GUTIÉRREZ, 1990.
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Independientemente de la complejidad de un sistema, los elementos básicos son

funcional y operativamente los mismos.

Además de los tradicionales conceptos de insumo o entrada, producto o salida,

proceso y re troal imentación, la Teoría de Sis temas br inda dos aportes bás icos : la

interrelación de sistemas y los criterios de centralización normativa y descentralización

operativa.

La contabilidad constituye el segundo eje de los sistemas integrados de administración

financiera. Ella se puede definir como el conjunto de principios, normas y procedimientos

técn icos que permi ten reg i s t rar  s i s t emát icamente  los  hechos económicos de las

organizaciones con el objetivo de satisfacer la necesidad de información (Gutiérrez,

1990).

Concebida la contabilidad del Estado de la forma en que se ha señalado, cabe concluir

que la misma no es sino un sistema de información sobre el proceso financiero de las

organizaciones públicas, que opera en función de la teoría contable. Por lo tanto, para

su estudio, diseño y operación corresponde aplicar la metodología aportada por la Teoría

de Sistemas como se observa en el siguiente esquema:

ESQUEMA 3:  INTEGRACIÓN DE SISTEMAS DE INFORMACIÓN Y CONTABILIDAD

FUENTE: GUTIÉRREZ, 1990.

- Ejec. Ppto. de Recursos y Gastos
- Estado de Resultados
- Estado de Origen y

Aplicación de Fondos
- Balance General
- Ejec. Ppto. de Caja
- Ejec. Ppto. de Divisas
- Cuenta  Ahorro -

Inversión - Financiam.
- Cuentas Nacionales
- Estadísticas  Finanzas Públicas

Transacciones
Económico-Financieras
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Las transacciones de impacto económico-financiero en la entidad corresponden al

insumo o entrada del sistema, cuyo proceso (apropiación al plan de cuentas, registros

contables, la metodología de registro, etc.) opera para producir la ejecución presupuestaria

de ingresos y gastos y estados financieros como el balance general, el estado de origen

y aplicación de fondos, las cuentas nacionales y las estadísticas de las finanzas públicas.

Para que la contabilidad de una institución pueda operar como un sistema integrado

de in formación, e l  s i s tema debe sa t i s facer las s iguientes condic iones de diseño y

aplicación (Gutiérrez, 1990):

a.  Universalidad del registro

El sistema debe registrar todas las transacciones institucionales que tengan efecto

económico-financiero, sean éstas operaciones presupuestarias o extrapresupuestarias y

tengan o no efecto monetario (movimiento de caja).

b.  Conceptualización ampliada de ingresos y gastos

Tradicionalmente se asocian los términos «ingresos» y «gastos» a las transacciones

que derivan en movimientos de efectivo. En el sistema integrado debe considerarse como

«ingreso» toda transacción que implica el uso de un medio de financiamiento (fuente de

fondos), y como «gasto» toda transacción que implique una aplicación financiera (uso

de fondos), tal como se describe en el cuadro 2.

CUADRO 2:  CONCEPTUALIZACIÓN AMPLIADA DE INGRESOS Y GASTOS

Ingresos  Cor r ien tes
Disminución de Act ivos

Incremento de Pasivos y
Pa t r imon io

Gastos  Cor r ien tes
Incremento de Act ivos

Disminución de Pasivos y
Pa t r imon io

RECURSOS G A S T O S

FUENTE: GUTIÉRREZ, 1990.
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De acuerdo con esta concepción, el presente estudio define como actos financieros

reales a las transacciones que impliquen ingresos o gastos corrientes, incremento o

disminución de activos, pasivos y patrimonio. Es un campo de operaciones que en adelante

se denominará «ámbito financiero».

c.  Sistema integrado de cuentas

Es necesar io desarrol lar un s is tema de c las i f icac iones ut i l i zables tanto en la

programación del ingreso y gasto público, como en el registro, análisis y seguimiento de

la gestión económica-financiera de las instituciones públicas.

Si bien los clasificadores por rubros de los ingresos y por objeto del gasto pueden

sustentar casi todos los requisitos necesarios para el proceso de integración de cuentas;

la complejidad de las salidas requeridas hace que los gastos deban relacionarse con el

clasificador sectorial, el clasificador institucional (esquema 1) y el clasificador de la

estructura programática.

El clasificador sectorial identifica el sector económico en que se realiza el gasto

(Defensa, Agropecuario, Servicios de Administración Pública, etc.).

El clasificador programático identifica los programas, subprogramas, proyectos,

actividades y obras a los que se destina el gasto, en cualquier insti tución del sector

público.

Desde 1990 en Bolivia, la técnica utilizada para la formulación, ejecución y control

del presupuesto es la del «Presupuesto por Programas». El concepto permite simular los

procesos productivos que ejecutan las instituciones públicas al vincular insumos con

productos. A su vez, distingue los productos terminales e intermedios. En principio,

ello permite medir ex ante y ex post la eficiencia y eficacia de la gestión pública.

Desde esta perspectiva, la técnica del presupuesto por programas consti tuye un

instrumento idóneo para vincular las variables reales con las financieras en todas las

etapas del proceso presupuestario. A partir de esta técnica de programación, es posible

articular la producción pública con las demandas y necesidades de la sociedad, determinar



14

el impacto del ingreso y gasto público en la economía, y medir el costo de la gestión

pública (Makón, 2000).

En consecuencia, la vinculación entre gasto financiero y resultados esperados, es

factible a través de sistemas integrados que consideren el presupuesto por programas

como pivote de su desarrollo.

d. Momentos contables

Los procedimientos administrativo-financieros que originan «ingresos» (fuentes) y

«gastos» (usos) tienen momentos significativos que interesa registrar para fines de control

y toma de decisiones:

Los nuevos sistemas requieren una definición clara de cada «momento de registro»

de los recursos y los gastos, ya que el «momento del devengado» es el que permite

integrar el sistema de información financiera. Antes del «momento del devengado», la

información es de t ipo presupuestar io; a part ir de al l í  e l regis tro t iene incidencia

patrimonial.

CUADRO 3:  MOMENTOS DE REGISTRO CONTABLE RELEVANTES

Es t imac ión
Presupues ta r ia

DE V E N G A D O

Apropiac ión
Presupues ta r ia

C o m p r o m i s o

DE V E N G A D O

RECURSOS

FUENTE: GUTIÉRREZ, 1990.

INGRESADO PAGADO

G A S T O S
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El control de los compromisos en el gasto se asienta en el módulo del presupuesto

y no afecta a la contabilidad porque no modifica la composición del patrimonio. El registro

y conversión de partidas de ejecución presupuestaria a cuentas de contabilidad se inicia

en la etapa del devengado.

En Bolivia, la promulgación de la Ley núm. 1.178, el 20 de julio de 1990, marcó un

cambio de principios en relación con la tradición normativa, ya que propone un proceso

de reforma de la administración pública que reorienta el concepto de responsabilidad,

trasciende los aspectos formales y enfatiza el producto final de la gestión4.

Los objetivos declarados del SIGMA son:

� Rea l i zar  l a  ges t ión de los  recursos  púb l i cos  en un marco de abso lu ta

transparencia.

� Generar información útil, oportuna y confiable para la toma de decisiones.

� Lograr que la gestión pública se realice con economía, eficiencia y efectividad.

� Interrelacionar los sistemas de administración financiera con los de control

interno y externo para incrementar su eficacia.

De acuerdo con esta propuesta, «se contará con registros contables confiables,

procedimientos que demuestren mayor transparencia y eliminación del uso de papel;

pero fundamentalmente, la Administración Pública tendrá previsibilidad porque contará

con información real, oportuna y confiable para tomar decisiones, al disponer de un

Sistema Integrado de Gestión y Modernización Administrativa, con el que será posible

2.  OBJETIVOS DECLARADOS

4 La Ley núm. 1.178 del 20 de julio de 1990, más conocida como Ley SAFCO, en su primer artículo
establece que esta ley “regula los sistemas de administración y de control de los recursos del
Estado (...) con el objetivo de (...) inciso c) lograr que todo servidor público, sin distinción de
jerarquía, asuma plena responsabilidad por sus actos, rindiendo cuenta no sólo de los objetivos a
que se destinaron los recursos públicos que le fueron confiados, sino que también de la forma y
resultados de su aplicación”.
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lograr una administración efectiva, eficiente y económica y finalmente se alcanzarán a

medir los resultados obtenidos» (Ministerio de Hacienda, SIGMA, 2000, pág. 42).

Una vez descrito el marco conceptual que sustenta la reforma y presentados sus

objetivos declarados, se evalúan los «avances» observados -a diciembre de 2001- en los

nuevos sistemas desarrollados en Bolivia desde 1990.

Para conseguir los objetivos descritos, el SIGMA requiere que los sistemas a integrar

cumplan con los siguientes principios: centralización normativa y descentralización

operativa; único registro de transacciones; procedimientos que delimiten funciones y

as ignen n i ve les  de responsab i l idad ,  y  producc ión s imul tánea de in formac ión

presupuestaria, económica, financiera, contable y de gestión.

La estructura de diseño presentada por el SIGMA se describe de acuerdo con el

siguiente esquema:

3.  ESTRUCTURA DEL DISEÑO

ESQUEMA 4:  ESTRUCTURA DE DISEÑO DEL SIGMA

FUENTE: MINISTERIO DE HACIENDA, SISTEMA INTEGRADO DE GESTIÓN Y MODERNIZACIÓN ADMINISTRATIVA.
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De acuerdo con e l  esquema p lan teado ,  e l  d i seño con templa  los  s i gu ien tes

componentes: SIGMA Central , SIGMA Local y SIGMA-UEPEX (Unidades Ejecutoras de

Préstamos Externos), que deben relacionarse con sistemas verticales como el de los

entes recaudadores (SNII, SNA), de crédito público (SIGADE) y de inversión pública

(SISIN).

El módulo de presupuestos cumple las funciones de Formulación y Modificaciones

Presupuestarias; instrumentos desarrollados para todas las entidades del sector público.

Sin embargo, «carece» de los módulos de programación y evaluación de la ejecución

f í s i ca  y  f inanc iera ( ins t rumentos encargados de re t roa l imentar  e l  proceso de la

administración financiera).

El módulo de tesorería se concibe operativamente como una gerencia financiera que

incluye las funciones de Programación Financiera, Cuenta Única y Conciliación Bancaria.

La Programación Financiera asigna cuotas trimestrales para compromisos y asignación

mensual, semanal y diaria de cuotas de pago.

En este proceso, las aprobaciones de gastos se efectúan sin el tradicional recorrido

de papeles, legajos o expedientes, sino mediante la red. A partir de 2000 se utiliza la

firma electrónica para autorizar las transacciones, lo que apoya la gestión en el ámbito

operativo y disminuye tiempos y recursos al eliminar procesos paralelos, redundantes y

obsoletos.

El módulo de Crédito Público está concebido para integrar la ejecución y el registro

presupuestario y contable de las operaciones de deuda pública interna y externa, con el

sistema de gestión y análisis de deuda (SIGADE), donde se registran préstamos (desde

su compromiso), títulos (emisión, colocación y rescate) y avales.

El módulo de Contabil idad contempla la generación automática de los asientos,

mediante matr ices de conversión, ident i f icando t ipos de regis tros y parámetros de

información que condicionan la utilización de las cuentas contables.

El registro de los recursos considera las etapas de Devengado (derecho a cobro a

un deudor identificado) y Percibido (ingreso de fondos en efectivo, depósito o títulos o

valores legalmente determinados).
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El registro de los gastos considera las etapas de Preventivo, Compromiso, Devengado

y Pagado. La etapa de preventivo está destinada a dejar constancia, certificar o verificar

la disponibilidad de presupuesto. El Compromiso presenta un conocimiento detallado de

los mismos. El Devengado origina la «obligación de pago» inmediato o diferido por la

recepción de bienes y servicios. Finalmente, el Pagado es la liquidación de obligaciones

exigibles, real izada mediante la emisión de medios de pago, aun cuando no genere

movimiento de fondos.

En el módulo contable descri to anteriormente no es posible, en el período de

análisis,  disponer  de  información  de  costos5,  aún  cuando sí se pueden identificar

los  gastos  incurridos  en  programas  o  proyectos, y calcular las partidas generales y

-eventualmente- los usos por utilización de activos.

Se tiene previsto reproducir la arquitectura del SIGMA en entidades descentralizadas

y municipios (SIGMA Local).

En los niveles central y local, el SIGMA tiene previsto (sin una fecha fija) considerar

los sistemas de administración de personal (estructura orgánica, ficha, inventario y escala

de personal); compras y contrataciones (catálogos de bienes y servicios, plan anual de

con t ra tac iones  y  reg i s t ro  ún ico de proveedores ,  con t ra t i s t a s  y  bene f i c i a r ios) ,  y

adminis t rac ión de bienes (apl icable a las a l tas ,  las ba jas y las t rans ferencias de l

patrimonio del Estado).

Los recursos humanos, materiales y la administración de bienes que demanda el

funcionamiento de los sistemas de presupuesto, contabilidad y tesorería forman parte de

la adminis tración f inanciera, y es necesario integrarlos a los nuevos s is temas. S in

embargo ,  es tos  ú l t imos invo lucran una prob lemát i ca  d i f e ren te  más ampl ia ,  y  l a

consecución de sus objetivos particulares indica que es muy probable que se requieran

sistemas verticales independientes.

El sistema de inversión pública forma parte del sistema de planificación y, a la vez,

orienta y define la inversión anual en términos físico - financieros en el sector público.

5 Hay programas centrales y gastos no asignables a programas que desvirtúan un análisis coherente
de costos.
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El sistema de inversiones interactúa muy estrechamente con los sistemas que forman

la administración financiera. Dicha interrelación se da tanto en materia de producción

de información como en las decisiones sobre asignación y uso de recursos públicos.

Por lo tanto, es imprescindible que en el proceso de reforma de la adminis tración

financiera, se tomen en cuenta dichas interrelaciones desde el punto de vista conceptual

como en el de las normas y procedimientos.

Sin embargo, la formulación presupuestaria y el registro de la ejecución de inversión

pública (Sisin) es independiente del SIGMA6. Tiene una arquitectura diferente, «útil»

para sus fines, porque relaciona, según sus normas y requerimientos, el avance físico

con el financiero, sobre cuya base se realizan continuos ajustes al Programa de Inversión.

Vale destacar que en la estructura de diseño del SIGMA no se definió ni conceptualizó

el tratamiento de los mecanismos técnico-adminis trat ivos de v inculación entre los

sistemas de administración tributaria (Servicios Nacionales de Impuestos Internos, SNII,

y Aduanas, SNA), con la reforma de los demás componentes del SIGMA.

Finalmente, según las bases conceptuales de la reforma, «el SIGMA (...) enviará

información sobre los resultados de la gestión al Sistema de Seguimiento de Resultados,

SISER» (Ministerio de Hacienda, 2000); información que en ningún momento recibió el

Ministerio de la Presidencia a cargo de este monitoreo.

Conceptualmente, el «procesamiento» de toda la información que proporcionarían

los sistemas verticales relacionados con el SIGMA Central y la propia que procese este

módulo, daría como resultado la ejecución presupuestaria que relacione lo financiero

con los resultados.

6 El presupuesto de inversión pública se relaciona con el SIGMA sólo una vez al año para introducir
su programa al Proyecto que se remite al Honorable Congreso Nacional.
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La transparencia de la gestión pública debe constituir uno de los objetivos centrales

de una reforma de este t ipo. Al anal izar los informes presentados por el SIGMA se

ev idenc ia  escasa t ransparenc ia  de l  s i s t ema,  ya  que los  pr inc ipa les  usuar ios  son

autoridades fiscales, que acceden a información agregada y en detalle de los gastos del

Tesoro General de la Nación (TGN).

En estas circunstancias, el sistema es capaz de responder moderadamente a los

requerimientos de información para la gestión financiera agregada del TGN, y otorga un

apoyo menor a la coherencia de la programación financiera «global» del sector público.

El ciudadano común no tiene acceso a la base de datos. Si accediera, se encontraría

con que la misma no cuenta con información completa en ningún nivel institucional de la

administración pública.

Uno de los aspectos clave para la sustentabilidad de cualquier reforma relacionada

con los sistemas de administración en el sector público es el encadenamiento racional

de las normas involucradas en el proceso.

El contexto jurídico de la reforma muestra que las normas correspondientes a cada

componente no están debidamente integradas. Subsisten diferencias en el concepto

fundamental de la «unidad de gestión», entre las normas de programación de operaciones

y las normas de presupuesto. La primera considera como unidad de gestión al «área

funcional», en tanto que el presupuesto considera como unidad de gestión al «programa».

Además, las normas referidas a la administración de bienes y servicios aún no se

interrelacionan coherentemente con las de presupuesto, contabilidad y tesorería.

4.  USUARIOS / TRANSPARENCIA

5.  UNIFORMIDAD DE NORMAS
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La reforma de la administración f inanciera sólo t iene valor real s i es út i l  para

mejorar la gestión de los gobiernos.

Al respecto, el SIGMA produce información dirigida a los usuarios que típicamente

se insertan en oficinas de presupuesto o en unidades de administración de recursos de

los  d i feren tes  agen tes  de l  Es tado que operan con f lu jos  de l  TGN.  Por es ta  v ía  se

transparentan las transacciones asociadas a estas operaciones. Sin embargo, la utilidad

del SIGMA en las agencias es prácticamente nula porque no proporciona instrumentos

que permitan «evaluar la gestión institucional» de manera oportuna y confiable, entre

otros aspectos.

El principal asentamiento del SIGMA se encuentra en la Administración Central del

Estado y en algunas entidades descentralizadas que operan con recursos del TGN.

Una medida de la «amplitud» institucional conseguida por la reforma, en el periodo

de análisis, se obtiene al relacionar el número de entidades que operan con recursos

del TGN, respecto de la cantidad total de entidades del sector público. De acuerdo con

este indicador, la cobertura institucional de la reforma alcanza solamente a un 12,8%7.

De manera aná loga ,  t ambién se  puede de f in i r  una med ida que descr iba l a

«profundidad» de la reforma desde el punto de vista del financiamiento cubierto por los

nuevos sistemas. Para ello, el estudio toma en cuenta la ponderación de los recursos del

TGN, respecto del total de fuentes de financiamiento del presupuesto del sector público

6.  UTILIDAD EN LA GESTIÓN DE LAS AGENCIAS

7.  COBERTURA INSTITUCIONAL

7 A diciembre de 2001, 55 entidades operan con recursos del TGN. El sector público boliviano está
formado por 429 entidades, incluidos los municipios (donde la cobertura de la reforma es
prácticamente nula).
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boliviano, que alcanzaría al 54,1%8. Por lo tanto, ella es una medida de la profundidad

potencial de los nuevos sistemas.

Se destaca el carácter potencial del indicador porque la información con que se

cuenta en el ámbito del TGN es incompleta9: no brinda información de la evolución de

los recursos de libre disponibilidad del TGN, ni involucra sus procesos recaudadores

(como ya se mencionó), lo que hace poco factible determinar la situación financiera

(def ic i tar ia o superav i tar ia) de l  Es tado en e l  ámbi to de es ta par t icu lar fuente de

financiamiento en un momento determinado.

El SIGMA se ha concentrado en gestionar y generar información financiera destinada

al sector estratégico, pero no produce información de ejecución física o cumplimiento

de objetivos y metas que vincule la parte financiera con los resultados10. Este análisis

se retoma en los capítulos siguientes.

A continuación se presenta la matriz resumen que muestra las característ icas y

avances del SIGMA en Bolivia:

8.  INFORMACIÓN DE RESULTADOS

8 De acuerdo con el presupuesto de la gestión 2001, los gastos que corresponden al TGN ascienden
a Bs. 14.940 millones, en tanto que el total de gastos del sector público consolidado se estima en
Bs. 27.598 millones.

9 Una importante cantidad de ejecución de gastos no está en el sistema y corresponde a las
denominadas “notas de débito” (operaciones sin regularizar), cuya magnitud algún momento
representó entre un 10% y un 12% del presupuesto de gastos del TGN.

10 La Ley núm. 1.178, en su artículo 28 establece que “todo servidor público responderá de los resultados
emergentes del desempeño de las funciones, deberes y atribuciones asignados a su cargo”.
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CUADRO 4: CARACTERÍSTICAS Y AVANCES DE LA REFORMA EN BOLIVIA

AÑO DE INICIO

BASES CONCEPTUALES

INTEGRACIÓN DE SISTEMAS

USUARIOS / TRANSPARENCIA

UNIFORMIDAD DE NORMAS

ÚTIL EN LA GESTIÓN DE AGENTES

COBERTURA DEL SECTOR PÚBLICO

INFORMACIÓN DE RESULTADOS

1 9 9 0

TEORIA DE SISTEMAS Y CONTABILIDAD

PRESUPUESTO, CONTABILIDAD Y TESORERÍA

AUTORIDADES / NO (TRANSPARENCIA)

NO

NO

NO

NO

FUENTE : ELABORACIÓN PROPIA SOBRE LA BASE DE UNA REVIS IÓN DOCUMENTAL DEL PROCESO DE IMPLANTACIÓN DE LA REFORMA.
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Como se señaló en la introducción, diversos países latinoamericanos han desarrollado

importantes procesos de reforma de sus s is temas de adminis tración f inanciera, en

particular a partir de los '90. Con estas reformas, se impulsa una nueva moda fomentada

por los organismos internacionales (Makón, 2000).

E l  aná l i s i s  de los  S i s t emas In tegrados de Admin i s t rac ión F inanc iera  (S IAF)

implementados en Argentina, Brasil, Chile, Guatemala y Perú representa un marco de

referencia muy valioso para contrastar el proceso emprendido en Bolivia, ya que permite

apreciar factores comunes de éxito o fracaso.

Con este propósito, se analizó con el mismo esquema definido para el caso boliviano,

las  carac ter í s t i cas y  avances de los S IAF ya mencionados .  Los resu l tados son los

siguientes:

V. AVANCES DE LOS SIAF EN ARGENTINA, BRASIL, CHILE,
GUATEMALA Y PERÚ11

CUADRO 5:  AVANCES DE LAS REFORMAS EN ARGENTINA, BRASIL, CHILE, GUATEMALA Y PERÚ

11 Compilación basada en Figueroa 2002, complementada con una revisión documental y sitios web
correspondientes a cada SIAF.
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De la misma manera que en Bol i v ia ,  las  bases conceptua les sobre las que se

estructuran los SIAF revisados, corresponden a la Teoría de Sistemas y a la metodología

aportada por la Contabilidad Gubernamental12.

Los sistemas básicos integrados a los SIAF corresponden a Presupuesto, Contabilidad

y Tesorería Pública13.

La «transparencia» en la información generada por los informes periódicos de los

SIAF es escasa, porque de manera sistemática se orientan a las autoridades del área

fiscal.

Todos los SIAF revisados proporcionan, prioritariamente, información financiera14

y no entregan resultados.

Las normas legales de los sistemas involucrados en la implementación de los SIAF

son uniformes en Chile15 y Guatemala. No están compatibilizadas en Argentina, Brasil y

Perú, lo que resta a los procesos de implementación reglas del juego consistentes.

La cobertura institucional de los SIAF en ningún caso abarca el conjunto del sector

público. Las mayores deficiencias se presentan en el ámbito de los gobiernos regionales

y municipales.

En general, al observar los avances en las reformas de otros países de la región, es

posible concluir que lo sucedido en Bolivia «no es un hecho aislado». Otras reformas

similares exhiben los mismos problemas a la hora de medir los objetivos alcanzados.

12 Hay diferencias en la estructura de diseño de los sistemas, lo que no incide en sus bases
conceptuales. En el caso del Perú y Brasil, la estructura de diseño gira en torno al flujo de caja. En
Chile, en torno a las contabilidades de las entidades públicas.

13 Argentina está en proceso de incorporar los sistemas de administración de bienes y servicios.
Guatemala incluye los de adquisiciones y auditoría, y Perú efectúa inicialmente sus operaciones
sobre la base de flujos de caja en el nivel central y descentralizado.

14 Relacionadas, en general, con la concepción ampliada de ingresos y gastos definida en el capítulo IV.
15 Chile aún no tiene un sistema integrado de administración financiera; sin embargo, ex ante, cuenta

con normas significativamente uniformes, situación que seguramente brindará el marco institucional
adecuado para soportar la implementación del SIGFE.
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Las «tácticas» de implantación de las reformas de los sistemas de administración

pública son uno de los factores clave para su éxito.

Erbas (2002) a part ir de la teoría de la ut i l idad esperada y otros argumentos,

concluye que en procesos de reforma de segunda y tercera generación la gradualidad

puede ser mejor que los procesos de shock, según un conjunto de condiciones generales

e incluso en entornos de segundo mejor con ambigüedad16.

En Bolivia, las reformas globales de liberalización y estabilización se realizaron en

1986 mediante políticas de shock que consiguieron sus objetivos con éxito. Sin embargo,

aun cuando el país permanece estable desde entonces, las reformas de segunda y tercera

generación que analizamos no encontraron -al parecer- condiciones adecuadas ni un

ámbito institucional propicio para su desarrollo.

La estrategia de implementación gradual diseñada inicialmente en 1990 por el

gobierno17, radicaba en iniciar la reforma en la Administración Central del Estado para

luego expandir su radio de acción al resto del sector público.

Finalmente, la estrategia de implementación de reformas de este tipo requiere de

apoyo político para su éxito.

VI. TÁCTICAS DE IMPLANTACIÓN DE LA REFORMA

16 Se define ambigüedad como la carencia de información suficiente.
17 Sin embargo, ni la Ley SAFCO ni sus reglamentaciones específicas hasta 1999 preveían gradualidad

en la implementación de los sistemas. Por tanto, al menos en la teoría, estas medidas debían
haberse materializado con políticas de shock, como se hizo con el módulo de formulación
presupuestaria.
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Es evidente que ninguna reforma obtendrá los resultados esperados, mientras no

exis ta el apoyo polí t ico correspondiente y las inst i tuciones estén inadecuadamente

desarrolladas.

En lo que se ref iere a las inst i tuciones y su papel en el crecimiento sostenible,

Havrylyshyn y Van Rooden (2000) demuestran que la importancia de las entidades crece

con el tiempo. Si bien hay consenso acerca de la necesidad de buenas instituciones como

componente de las re formas, no lo hay en torno a lo que la re forma ins t i tuc ional

comprende y al momento en que debiera iniciarse (es decir, antes, durante o después de

la reforma genérica).

Durante la década pasada, y en términos operativos, el Estado boliviano ha sido la

entidad social más relevante, con un gran número de empleados públicos y el manejo de

ingentes cantidades de recursos. Intentó la integración social de una sociedad heterogénea

utilizando bajos niveles relativos de represión y violencia (si se los compara con otros

países latinoamericanos); hasta hace poco administró grandes empresas nacionales y

mantiene un papel preponderante en el manejo de la economía.

Entre 1990 y 2001, el Estado creció aceleradamente. El número de empleados públicos

aumentó en un 15%, lo que es significativo en el marco de los procesos de privatización

sufridos en ese lapso (Berthin, 1999).

E l  cuadro 6 resume e l  impac to de fac tores  po l í t i co - ins t i tuc iona les  en la

implementación de la reforma en el período de análisis. Para ello la década se dividió

en tres subperíodos: 1990-1993, dominado por la centralización administrativa; 1994-

1997 ,  d i s t ingu ido por l a  descen t ra l i zac ión y  l a s  pr i va t i zac iones ,  y  1998-2001 ,

caracterizado por una leve tendencia a la central ización de algunas tareas como la

construcción de caminos18.

Por  o t ra  par te ,  se  iden t i f i can c inco «ámbi tos  c la ve» para  e l  aná l i s i s  de l a

implementación de la reforma en el período analizado: falta de capacidad administrativa,

clientelismo político, continuidad institucional, Servicio Civil, y SIGMA como política de

Estado.

VII. IMPACTO DE FACTORES POLÍTICO-INSTITUCIONALES SOBRE
LA REFORMA

18 Sin embargo, el proceso de descentralización como tal es irreversible. La subdivisión efectuada
corresponde al interés de reflejar la nueva fuerza que se aprecia en la implementación del SIGMA.
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E l  cuadro presen tado descr ibe in ic i a lmen te  una ampl ia  f a l t a  de capac idad

administrativa (infraestructura y capacitación del personal) en las instituciones del sector

público para permitir la implementación de la reforma. Si bien, entre 1990 y 1993, esta

falta de capacidad era considerable; esta situación empeoró entre 1994 y 1997 con los

nuevos  procesos de descentralización y participación popular implementados en este

per íodo ,  deb ido a  l a  súb i t a  expans ión de nuevos  agen tes  «responsab les» de la

administración pública (los municipios). El impacto final percibido en la reforma fue

negativo.

El clientelismo político de los gobiernos, en sus primeros meses de su gestión, se

redujo gradualmente durante la década, lo que afectó positivamente la implementación

de la reforma.

CUADRO 6:  IMPACTO DE FACTORES POLÍTICO-INSTITUCIONALES EN LA REFORMA

AÑOS
SIGMA

POLITICA
ESTADO

SERVICIO
CIVIL

CONTINUIDAD
INSTITUCIONAL

CLIENTELISMO
POLITICO

(ACC. SOCIAL)

FALTA DE
CAPACIDAD

ADM.

FUENTE : ELABORACIÓN PROPIA SOBRE LA BASE DE LA REVIS IÓN DOCUMENTAL DEL PERÍODO ANAL IZADO.
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En Bo l i v i a ,  duran te  e l  per íodo de aná l i s i s ,  l a s  ins t i tuc iones  cambiaron

sustancialmente. Por una parte, se pasó de un fuerte centralismo a un gran proceso de

descentra l i zac ión. Por la otra ,  se real izaron constantes modi f icaciones del Poder

Ejecutivo.

La implementación del Servicio Civil ha sido gradual en el t iempo. Este proceso

impulsa la reforma al amparo del Estatuto del Funcionario Público y el anteproyecto de

ley de procedimientos administrativos, entre otros.

Para finalizar la descripción de cuadro resumen presentado, el SIGMA como política

de Estado tuvo un período de indefinición entre 1994 y 1997, lo que promovió importantes

retrocesos en su implementación.
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El ciclo de una gestión integral comprende la retroalimentación permanente de los

procesos de presupuestación, ejecución y evaluación; condición que permite el rediseño

continuo de las acciones públicas que promueven la eficiencia y eficacia de la oferta de

los servicios públicos.

Existe abundante literatura respecto de la medición de resultados; sin embargo, hay

limitaciones prácticas al aplicarlas a las decisiones presupuestarias, ya que los resultados

-definidos como los alcances de las polí t icas públicas en la sociedad- no están, por

e jemplo ,  ba jo  e l  con t ro l  d i rec to  de los  min i s t e r ios  que e jecu tan programas

intersectoriales, o los resultados se verifican algún tiempo después de la intervención

de un programa específico.

En la práctica, determinar indicadores útiles implica discutir si una medida específica

es un resultado intermedio o final, o diferenciar entre impacto y resultado. Es lo que la

literatura moderna denomina como problemas de identificación de la «cadena de resultados

final»19.

De es ta  manera ,  es  más produc t i vo  pensar  en los  resu l t ados  como seña les

direccionales y no como afirmaciones de causalidad (Shick, 2002).

En consecuencia, entender y aprender son la razón de ser de la evaluación de

resultados. Se podría decir que la evaluación está exenta de ideología o de las rigideces

conceptuales de los marcos teóricos globales. Como anota Scriven (1997), una de las

autoridades mundiales sobre el tema, «su propósito es hacer una evaluación objetiva de

los hechos».

En el plano de la estructura del Presupuesto Público, la evaluación de resultados

enfrenta dos tipos de restricciones que hacen poco probable evaluar resultados a partir

de programas, actividades o su agregación. La primera se refiere a la inflexibilidad de la

estructura del gasto presupuestario. La segunda a las restricciones que surgen de la

economía política.

VIII. PROBLEMAS DE CAUSALIDAD "RECURSOS-RESULTADOS" EN
LA REFORMA

19 Ver OECD (2002).
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La inflexibilidad de la estructura del gasto presupuestario dice relación, en general,

con el pago de pensiones, deuda pública y remuneraciones de los sectores de la salud,

la educación, la defensa, el Poder Judicial, el Poder Legislativo, etc., que deben realizarse

independientemente de los resultados conseguidos en estos ámbitos. Esta situación no

permite evaluar resultados en aproximadamente el 80% del gasto que realiza el TGN.

Las restricciones de economía política se refieren a tres aspectos. Primero, el sector

público debe coordinar e intermediar complejos equilibrios entre objetivos (eficiencia,

equidad, estabi l idad y crecimiento) e intereses (de los pobres e indigentes, de los

contribuyentes, de los empleados públicos, de los asalariados, de los usuarios del sistema

de salud, entre otros) que compiten por recursos escasos. Para cumplir estos y otros

obje t ivos ,  por lo general hay que real izar una evaluación pol í t ica de las opciones

disponibles y de las disyuntivas generadas por los intereses en conflicto (Cepal, 1998).

O t ra  res t r i cc ión a la  eva luac ión de resu l t ados se  re lac iona con e l  poder de

negociación de los sindicatos del sector público en Bolivia. Éstos influyen en el diseño

de las políticas y logran captar recursos no relacionados con los resultados efectivamente

logrados. Por último, en los sectores de educación primaria y secundaria, así como en

el de la salud, hay problemas de monopolio de oferta que limitan la implantación real de

la evaluación de resultados.

Finalmente, hay un hecho particular que reduce sustancialmente la efectividad de

las evaluaciones de resultados reales en la gestión del sector público. Los presupuestos

nacionales no toman plenamente en cuenta importantes actividades gubernamentales como

exenciones, deducciones, prórrogas de pago y regulaciones obligatorias que, por lo

mismo, no se someten a examen (Cepal, 1998).

En otro ámbito de la evaluación de resultados, es evidente que la capacidad de

persuasión técnica acaba donde comienza el área política; espacio donde hay un enorme

potencial para establecer incentivos políticos que conduzcan a evaluar aquellas áreas

donde parece evidente que los resultados podrían ser mejores.
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Consecuen temen te ,  l a  eva luac ión t i ene un componen te  po l í t i co ,  mane jado

fundamentalmente por el Congreso Nacional, consejos municipales y prefecturales y

comi tés  de v i g i l anc ia  munic ipa l ,  en t re  o t ros ,  cuya  demanda es  esenc ia l  para  l a

sustentabilidad de cualquier sistema de evaluación.
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El análisis de factores claves como la definición conceptual de la reforma, sus tácticas

de implantación, la ponderación de factores políticos y técnicos, el análisis de la evolución

de los organismos públicos, y la oportunidad con que se produjeron cambios legales y

reglamentarios permiten presentar algunas conclusiones relevantes de la evaluación

realizada a los nuevos sistemas de administración pública desarrollados entre 1990 y

2001 en Bolivia.

Estas observaciones se pueden generalizar a otras reformas de igual tipo en América

Latina, ya que son similares su conceptualización, sus procesos de implantación y las

coberturas alcanzadas.

Las conclusiones se organizan en cuatro grandes ámbitos: bases conceptuales y

avances de la reforma, tácticas de implantación, factores institucionales y apoyo político,

y responsabilidad por los resultados.

a.  Bases conceptuales y avances de la reforma

En forma simple y esquemática, las bases conceptuales sobre las que se establecen

los Sistemas Integrados de Administración Financiera toman como fundamentos la Teoría

de Sistemas y la metodología aportada por la Contabilidad. Sin embargo, y paradójicamente,

en el período analizado no hay información genuina de costos de programas y actividades

en el sector público boliviano.

Otro hecho relevante relacionado con las bases conceptuales de la reforma se refiere

a las limitaciones del SIGMA para aprovechar la información de los balances presentados

por «todas» las entidades públicas a la Contaduría General del Estado, dado que sus

operaciones inician su ciclo a part ir de datos de ejecución presupuestaria y no de

ejecución contable.

Esta situación debe llamar la atención sobre la oportunidad que se pierde, pero

también debe servir para una profunda reflexión en torno a la necesidad de que los

registros de ejecución de gasto público se inicien con la ejecución presupuestaria y no

con la contable.

IX. CONCLUSIONES
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Se dice que la adminis tración f inanciera es tá integrada cuando los s is temas y

unidades que la conforman actúan en forma interrelacionada, bajo la dirección de un

único órgano coordinador. En los hechos, este órgano no existió y los sistemas distan

de estar plenamente interrelacionados.

Para el diseño y operatoria del sistema de información financiera se definió que el

modelo debía ser concebido como un módulo de los macrosistemas de cuentas nacionales

y de las estadísticas de las finanzas públicas.

En la práctica, y a partir de los datos históricos o los disponibles en línea, no es

posible alcanzar este objetivo, ya que los clasificadores presupuestarios de entrada se

modificaron de manera sustantiva en estos 11 años. En rigor, no existió un instrumento

concreto (conversor) que permita obtener operativamente cuentas nacionales o estadísticas

de las finanzas públicas a partir de los nuevos sistemas.

De acuerdo con las propuestas iniciales de la reforma, la técnica del presupuesto

por programas permitiría emular los procesos productivos de las instituciones públicas,

al vincular insumos con productos. Ello determinaría el impacto del ingreso y gasto

público en la economía y la medición del costo de la gestión pública.

Nuevamente, las continuas modificaciones a las categorías programáticas realizadas

con el fin de simplificar los procesos y hacerlos más operativos, han implicado que el

presupuesto por programas vigente ya no refleje los procesos productivos. Más aún, los

programas existentes no cuentan con información de productos o resultados que hagan

viable evaluar el impacto de las políticas públicas a través de este instrumento.

Un factor de éxito en el desarrollo de reformas de este tipo se refiere a la coherencia

de las reglas que dominan estos procesos. En este ámbito, las normas de los sistemas

que se  in tegran (presupues to ,  t e sorer ía  y  con tab i l idad) no es tán to ta lmen te

compatibilizadas y subsisten diferencias en conceptos fundamentales como la «unidad de

gestión».

El encadenamiento de las normas de los sistemas involucrados en la administración

financiera del Estado boliviano es una labor pendiente y su revisión constituye un foco

importante de análisis de futuras investigaciones.
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La cobertura inst i tucional o ampli tud alcanzada por la reforma se circunscribe

fundamentalmente al ámbito de las entidades que realizan transacciones con recursos

del TGN, lo que redundaría en una cobertura aproximada de un 13% del sector público,

de acuerdo con las estimaciones de este estudio.

A f ines de la gest ión 2001 permanecen fuera del alcance de la reforma muchas

ent idades que no f inancian sus operaciones con recursos del TGN y cas i todas las

prefecturas y municipios que cobran gran importancia en la formulación de políticas

públicas, a raíz del profundo proceso de descentralización desarrollado en Bolivia a

partir de 1994.

Otra consecuencia negativa de la reducida cobertura institucional alcanzada por la

reforma se refiere a la imposibilidad de contar con información del costo total de los

servicios prestados por el Estado. Es decir, a través del SIGMA no es posible saber

cuánto costaron los bienes producidos y servicios prestados por el sector público, o

por alguno de sus niveles institucionales, en ninguno de los años analizados.

Sin embargo, aproximadamente un 54% de las fuentes de financiamiento del sector

público corresponde a recursos del TGN, lo que presenta una medida de la profundidad

potencial de la reforma (si se levantara toda la información referida al ámbito del TGN).

De conseguir este objetivo, aún quedaría camino por recorrer al SIGMA para convertirse

en un instrumento oportuno de política fiscal para el gobierno.

De alguna manera, las medidas de amplitud y profundidad estimadas dimensionan

las virtudes y debilidades de la reforma en el período analizado, y dan una pauta del

comportamiento y potencialidades de su estructura.

La transparencia fiscal impulsa una mayor rendición de cuentas por parte de los

responsables de la política fiscal, y da pie para el control social de los ciudadanos.

Del análisis de los informes presentados por el SIGMA, se evidencia una escasa

transparencia del sistema porque los usuarios de este instrumento son primordialmente

autoridades del ámbito fiscal. Sin embargo, el ciudadano común no tiene acceso a la

base de datos, y si pudiera acceder, quedaría desorientado porque ella no cuenta con

información completa en ningún nivel institucional.



36

Por las mismas razones, la reforma tampoco se acercó a clientes externos como la

Contraloría General de la República, el Poder Legislativo u organismos de investigación

local.

De manera intuitiva, se puede asociar la magnitud de operaciones que transparentaría

la reforma con la medida de profundidad estimada para la misma. Es decir, es posible,

en el corto plazo, transparentar alrededor del 54% de los gastos del sector público a

partir de los nuevos sistemas.

En el contexto internacional, la transparencia fiscal ayuda a emitir señales positivas

en el ámbito de la competitividad, lo que favorece el acceso de los países a los mercados

de capitales externos.

En los hechos, como se describe en este trabajo, hay códigos o directr ices de

transparencia fiscal, patrocinados por organismos como el FMI o la OCDE, que hacen

factible esta inserción. La reforma administrativa boliviana está lejos de alcanzar estos

requisitos en el corto o mediano plazo, si no se cambia la amplitud alcanzada por la

reforma.

Los nuevos sistemas tienen la obligación de contribuir a una mejor gestión pública,

ya que deberían permitir hacer más eficientes sus procesos productivos, que es la razón

de ser de los gobiernos.

E l  aná l i s i s  empír ico mues t ra  que e l  S IGMA no es  un ins t rumento de ges t ión

«provechoso» para las instituciones del Estado, sino que un mecanismo de interrelación

con el Ministerio de Hacienda para ciertas necesidades específicas de estos agentes, ya

que no proporciona instrumentos que sirvan para evaluar el desempeño de la propia

gestión y retroalimentar así sus ciclos productivos.

Una medida referencia l de la ut i l idad que la reforma reporta a los agentes se

reflejaría en el indicador de amplitud estimado (13%).

Pero no todo es negativo. El fortalecimiento de la administración de caja o sistemas

de tesorería, acompañado del rediseño de procedimientos derivados de la implantación

del mecanismo de la cuenta única, constituye un instrumento integrador y modernizador
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por excelencia, ya que afecta la sustancia de los procesos de administración financiera

en las transacciones asociadas a recursos del TGN, lo que provoca una evidente reducción

de gastos de transacción. Esta situación redunda, además, en una disminución de los

actos de corrupción en las operaciones que se realizan con estos fondos.

b.  Tácticas de implantación

Las «tácticas» de implantación son uno de los determinantes para el éxito de cualquier

reforma pública en el ámbito de la administración financiera. Los procesos graduales

pueden ser mejores que los procesos de shock  en re formas de segunda y tercera

generación, dado que el paso del t iempo revela información relevante y reduce la

ambigüedad de los resultados esperados. Este parece ser el criterio que ha primado en

la táctica de implantación de la reforma en la mayoría de los países que desarrollan este

tipo de instrumentos.

En Bolivia, el proceso iniciado en 1990 priorizó los sistemas a implantar y determinó

el ámbito institucional objetivo que cubriría la primera etapa. La estrategia radicaba en

iniciar la reforma en la administración central del Estado, con los sistemas de presupuesto

y contabilidad, y luego expandir su radio de acción al resto del sector público.

Lamentablemente, la reforma no avanzó mucho más. Por el contrario, a raíz del

proceso de descentral ización v iv ido desde 1994, se profundizaron las debi l idades

observadas.

Una desacertada característica de la estrategia de implantación de la reforma fue la

de no mos t rar  produc tos  concre tos  en e l  cor to  p lazo ,  lo  que puso en r ie sgo su

supervivencia entre 1993 y 1997.

En el ámbito normativo, las estrategias de implementación legal adoptadas en 1990

no redimensionaron sus criterios en tanto los procesos no avanzaban como se había

planificado inicialmente. De esta manera, hubo un desfase entre procedimientos operativos

y normas que incentiven un proceso gradual de implementación.
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c.  Factores institucionales y apoyo político

En procesos de re forma, las  condic iones in ic ia les  hacen que e l  pape l  de las

ins t i tuc iones no sea muy re levante .  S in embargo, e l  t ranscurso del  t iempo obl iga

indefectiblemente a consolidarlas para asegurar su éxito.

En Bo l i v i a ,  duran te  e l  per íodo de aná l i s i s ,  l a s  ins t i tuc iones  cambiaron

sustancialmente, ya que pasaron de un esquema de fuerte centralismo a un proceso de

descentralización. Cambios menores representaron la creación y eliminación consecutiva

de ministerios en el Poder Ejecutivo.

Esta dinámica provocó una continua modificación de normas y actores, lo que redundó

en la formación de una institucionalidad poco profunda para la inserción de la reforma

y jugó definitivamente en contra de las limitadas bondades que ésta empezaba a mostrar.

Según la evidencia recopilada en este estudio, a inicios de la reforma (1990-1993)

se apreció una elevada fal ta de capacidad adminis trat iva en todos los niveles de la

admin i s t rac ión púb l i ca .  Es ta  empeoró en t re  1994 y  1997 con e l  proceso de

descentralización y participación popular ya mencionado.

La disminución del clientelismo político y la implantación gradual del Servicio Civil

afectaron positivamente la implementación de los nuevos sistemas, como era de esperar.

Respecto del comportamiento de los servidores públicos, se observó en ellos ciclos

de resistencia y apropiación. Para la reforma, los ciclos fueron más exitosos cuanto más

profundos fueron los cambios realizados (1990-1993 y 1999-2001).

Uno de los requisitos básicos para encarar reformas en la administración financiera

públ ica es  e l  f i rme,  exp l íc i to  y  permanente apoyo pol í t i co de l  más a l to n i ve l .  La

implantación de los nuevos sistemas no contó con ese apoyo y la reforma, como política

de Estado, tuvo altas y bajas en el período analizado. El lapso de mayor indefinición

correspondió a 1994-1997, lo que promovió importantes retrocesos.

En este punto, la reflexión más importante se centra en la relación entre el esfuerzo

de modernizar la administración pública y la coyuntura que vivió el país. La viabilidad

de la reforma se vio sustancialmente condicionada por reformas macro de carácter
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político, económico, social e institucional. En esos procesos, los nuevos sistemas no

resultaron funcionales a los objetivos prioritarios de las políticas del Estado boliviano.

d.  Responsabilidad por los resultados

La Ley núm. 1.178 de 1990 replantea el concepto de responsabilidad al establecer

una relación de causalidad entre recursos públicos asignados y resultados esperados;

instrumentalización que la reforma internaliza en su desarrollo conceptual.

Al inicio de la reforma, en algunas gest iones, el presupuesto público contenía

estimaciones de posibles resultados de programas y proyectos. Sin embargo, no había ni

ins t rumentos n i  ins t i tuc iona l idad mín ima para rea l i zar  su segu imien to .  As í ,  es ta

información no sirvió como base para la toma de decisiones en ningún momento.

La dificultad de aplicar los resultados a las decisiones presupuestarias es particular

porque los primeros «escapan» habitualmente del control directo de las entidades que

ejecutan programas. De manera que es más productivo pensar los resultados como señales

direccionales y no como afirmaciones de causalidad.

La ev idenc ia mues tra que la eva luac ión es un e jerc ic io de prueba-error y su

implementación efectiva implica aprender de la experiencia y verificar las hipótesis sobre

la forma cómo operan los modelos teóricos en la práctica.

En el plano de la estructura del Presupuesto Público, la evaluación de resultados

enfrenta varias restricciones que hacen poco probable su concreción: la opacidad e

inflexibilidad del gasto presupuestario y las que surgen de la economía política.

Si bien se reconoce el potencial teórico de la evaluación de resultados, aún subsisten

restricciones que no permiten continuar con la estrategia de conseguir este objetivo a

partir de un módulo del SIGMA. Sin embargo, se debe realizar la evaluación de resultados.

La pregunta inmediata es por dónde empezar y qué cobertura real deberá tener un

instrumento de esa naturaleza.
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Dadas las características institucionales y normativas imperantes en Bolivia, y aunque

no hay una respuesta única para este tema, lo más apropiado parece ser comenzar con

un «proceso gradual de evaluaciones estratégicas» en sectores, instituciones, programas

y/o proyectos específicos.

La p lan i f i cac ión de la  modern izac ión de l  sec tor públ ico debe pr ior i zar  es ta

problemática y su estudio necesita un análisis detallado de lo que al Estado le interesa

evaluar con profundidad.

No menos importante es incluir dentro de las evaluaciones, algunas dirigidas a las

reglas, conductas y procedimientos. En muchos casos, su evaluación es más estratégica

que la evaluación de proyectos o programas.

En el ámbito de la descentralización que caracteriza a Bolivia, la evaluación tiene

evidentes dimensiones políticas. No parece conveniente asignar esta función al Ministro

de Hacienda. Una opción es otorgar este poder al Ministerio de Presidencia.

La falta de transparencia, oportunidad, utilidad, cobertura significativa y evaluación

de resultados detectados en los nuevos sistemas debería llamar la atención de:

� Los organismos financiadores internacionales.

� El Poder Ejecutivo.

� El Poder Legislativo (central, descentralizado y local).

� La Contraloría General de la República.

� Los partidos políticos.

� Los ciudadanos.

Las ent idades mul t i la tera les han cumpl ido una encomiable labor a l  apoyar e l

desarrollo de las llamadas reformas de segunda y tercera generación relacionadas con la

administración del Estado. Uno de los temas pendientes de investigación es determinar

los montos gastados por los organismos internacionales vs. los resultados obtenidos. El

presen te  es tud io pre tend ió rea l i zar  es te  aná l i s i s ,  pero no ob tuvo éx i to  deb ido

fundamentalmente a limitaciones en las fuentes de información local e internacional.
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Sobre los cimientos ya existentes, hay que intentar el desarrollo de una «segunda

fase», focalizada en evaluaciones estratégicas a implementarse de manera gradual. Todo

el lo dentro del contexto de los programas de modernización de cada país y de sus

respectivos entornos institucionales y políticos.

Tras diez años de implementación de la Ley de Responsabil idad por la Función

Pública, no se ha conseguido desarrollar instrumentos que identifiquen los resultados

alcanzados en un período determinado y que son tan importantes para la gestión del

Estado. Lo anterior debería llamar la atención del Poder Ejecutivo, el Poder Legislativo

y la Contraloría General de la República, en el entendido de que cada uno t iene un

objetivo común establecido en la Constitución Política del Estado y las normas legales

vigentes: «evaluar la gestión pública».

Es necesario pasar de la exclusiva preocupación en torno a «la ef iciencia», «la

produc t i v idad»,  «los  proced imien tos» y  «los  gas tos»;  a  tomar en cuen ta  a  «los

beneficiarios», «la efectividad», «los impactos», «la calidad de vida» y, en general, «los

resultados» de una gestión.

Los partidos políticos per se, la Contraloría General de la República y los poderes

Ejecutivo y Legislativo deben tomar posición en el déficit de instrumentos de evaluación

descri to y real izar un anál is is integral de la reforma, ident i f icando las causas que

impidieron alcanzar sus objetivos iniciales y las perspectivas de conseguirlos en un

plazo determinado. Pero, fundamentalmente, deben coordinar acciones para establecer

un sistema de evaluación que proporcione información de «los resultados que tienen

importancia para los ciudadanos» y recobrar, así, el espíritu de la Ley núm. 1.178.

Dado que la  re forma «só lo» proporc iona in formación de l  ámbi to f inanc iero

(carac ter í s t i ca  s imi la r  a  l a  observada en ins t rumentos  de semejan te  na tura leza

desarrollados en América Latina), los esfuerzos de implantación deben «reorientarse y

circunscribirse» a procesar este tipo de información; campo que no se ha explotado

razonablemente de acuerdo con los resultados de este estudio. Ir más allá dispersaría

esfuerzos y energías que pondrían en peligro la propia supervivencia de la reforma.
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En esta misma l ínea, y tras ident i f icar que la evaluación del manejo del sector

público resultó ser considerablemente más difícil que lo anticipado no sólo en Bolivia,

sino que también en el conjunto de países que implementó instrumentos semejantes, se

debe abandonar la idea de obtener eficaces instrumentos de seguimiento y evaluación de

resultados de la gestión pública a partir de los denominados Sistemas Integrados de

Administración Financiera.

A la pregunta: ¿Los sistemas integrados son viables en el corto y mediano plazo? La

respuesta es «sí» siempre que nos refiramos al ámbito financiero de su aplicación. Sin

embargo, la respuesta es «no» si los consideramos como un «instrumento de gestión

orientado a la evaluación de resultados».
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